
 
 

 
                                                      

  

Señores 

Juzgado Noveno (009) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C. 

E.                                           S.                                 D. 

 

Medio de Control:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicado: 11001333500920190052400 

Demandante: RAFAEL MESA BENITES Y OTROS  

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 

ADRIANA DEL PILAR CRUZ VILLALBA, identificada con cedula de ciudadanía número 

53.075.572 de Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional 181.235 del Consejo Superior 

de la Judicatura, actuando como apoderada sustituta de la NACIÓN- MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, Y LA FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., vocera y 

administradora del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, según poder de sustitución otorgado por el DR. LUIS ALFREDO 

SANABRIA RIOS identificado con cedula de ciudadanía No 80.211.391, abogado asignado 

por la fiduprevisora S.A, Y El Ministerio de Educación Nacional para ejercer representación 

judicial de la NACION-MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL- FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO según consta en escrituras pública 

No 522 y 062, documentos que se anexan al presente escrito, me permito respetuosamente 

contestar la demanda en los siguientes términos:   

 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

Declarativas 
 
ME OPONGO, a todas y cada una de ellas respecto de todos los demandantes, como quiera 

que los descuentos efectuados a las mesadas adicionales para aportes en salud cuentan 
con respaldo normativo y jurídico aplicable, sin que ninguna norma puntual especifique que 
de estos deben exceptuarse las mesadas adicionales percibidas pro el personal docente. 
 
Por otra parte, en lo que atañe al reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, es 
preciso señalar que conforme a la normatividad aplicable ninguno de los docentes 
demandantes cumplen con los requisitos para acceder a ella teniendo en cuenta sus fecha 
de vinculación y asignación salarial.  
 

I. FRENTE A LOS HECHOS 
 
 

 Me atengo a lo que se pruebe en cada caso dentro del plenario y en el desarrollo ddel 
proceso.  

 
 



 
 

 
                                                      

  

 
 
 

II. EXCEPCIONES  
 
1. LOS DESCUENTOS EFECTUADOS PARA APORTES EN SALUD SE ENCUENTRAN 
AMPARADO SPOR LA LEY VIGENTE  
 

“Artículo 8. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará 
constituido por los siguientes recursos:  
1. El 5% del sueldo básico mensual del personal afiliado al Fondo.  
2. Las cuotas personales de inscripción equivalentes a una tercera parte del primer 
sueldo mensual devengado, y una tercera parte de sus posteriores aumentos.  
3. El aporte de la Nación equivalente al 8% mensual liquidado sobre los factores 
salariales que forman parte del rubro de pago por servicios personales de los docentes.  
4. El aporte de la Nación equivalente a una doceava anual, liquidada sobre los factores 
salariales que forman parte del rubro de servicios personales de los docentes. 
 5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidas las mesadas 
adicionales, como aporte de los pensionados.  
6. El 5 por mil, de que hablan las Leyes 4a. de 1966 y 33 de 1985, a cargo de los 
docentes, de toda nómina que les pague la Nación por servicios personales.  
7. El porcentaje del IVA que las entidades territoriales destinen para el pago de las 
prestaciones del Magisterio.  
8. Las sumas que debe recibir de la Nación y de las entidades territoriales por concepto 
de las prestaciones sociales adeudadas, así como los dineros que por el mismo concepto 
resulten adeudar la Caja Nacional de Previsión Social y el Fondo Nacional de Ahorro, 
las cuales se destinarán a constituir las reservas para el pago de las prestaciones 
económicas. Para este último efecto, el Fondo realizará un corte de cuentas con las 
mencionadas entidades con el fin de determinar las sumas que éstas adeudan al 
momento de su iniciación. Dicho corte de cuentas deberá estar perfeccionado a más 
tardar en un año. 
 9. Las utilidades provenientes de las inversiones que haga el Fondo con fines de 
rentabilidad y los intereses recibidos por concepto de los préstamos que conceda.  
10. Los recursos que reciba por cualquier otro concepto.” (Subraya y negrilla fuera del 
texto) 

 
De la normatividad transcrita se deduce entonces que, por ministerio de la ley, el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG), está amparada para descontar 
el 5% de cada mesada pensional cancelada a un docente, inclusive las mesadas 
adicionales cualquiera que sea su naturaleza, para financiar los servicios a cargo de esa 
entidad. 
 
Posteriormente, con la entrada en vigencia de la ley 812 de 20031 en su artículo 81 previo 
que, el régimen de cotización de los docentes que se encontraran afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sería el contenido en las Leyes 100 de 
1993 y 797 de 2003: 
 

                                                           
1 Por medio del cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003- 2006 



 
 

 
                                                      

  

“Artículo 81. Régimen prestacional de los docentes oficiales. El régimen 
prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que 
se encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el 
establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad 
a la entrada en vigencia de la presente ley. 
 
Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, serán afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y tendrán los derechos pensionales del régimen pensional de 
prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los 
requisitos 93 previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez 
que será de 57 años para hombres y mujeres.  
 
Los servicios de salud para los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, serán prestados de conformidad con 
la Ley 91 de 1989, las prestaciones correspondientes a riesgos 
profesionales serán las que hoy tiene establecido el Fondo para tales 
efectos. 
 
 El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
corresponderá a la suma de aportes que para salud y pensiones 
establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la 
misma distribución que exista para empleadores y trabajadores. La 
distribución del monto de estos recursos la hará el Consejo Directivo del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo 
correspondiente a las cuentas de salud y pensiones.  
 
El régimen salarial de los docentes que se vinculen a partir de la vigencia de 
la presente ley, será decretado por el Gobierno Nacional, garantizando la 
equivalencia entre el Estatuto de Profesionalización Docente establecido en 
el Decreto 1278 de 2002, los beneficios prestacionales vigentes a la 
expedición de la presente ley y la remuneración de los docentes actuales 
frente de lo que se desprende de lo ordenado en el presente artículo.  
 
El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para 
lo cual contratará estos servicios con aplicación de los principios de 
celeridad, transparencia, economía e igualdad, que permita seleccionar la 
entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las mejores condiciones de servicio, 
mercado, solidez y seguridad financiera de conformidad con lo establecido 
en el artículo 3 de la Ley 91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio se administrará en subcuentas 
independientes, correspondiente a los recursos de pensiones, cesantías y 
salud.  
(…)” (Negrilla y subraya no hacen parte del texto original) 

 



 
 

 
                                                      

  

Ahora bien, es necesario aclarar que para el momento de la expedición de la norma en cita, 
el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, indicó que los afiliados al sistema general de seguri-
dad social, por mandato legal están en la obligación de realizar aportes sobre su salario 
base de cotización, sobre un porcentaje del 12% del total devengado cuando ese ingreso 
no sea inferior al salario mínimo legal mensual vigente, respetando el porcentaje entre tra-
bajador y empleador señalado por la ley, lo que en otras palabras quiere decir que el por-
centaje de cotización que tenían los docentes paso del 5% señalado en la ley 91 de 1989 
a 12% enmarcado en el sistema general de pensiones. 
 
En efecto, la mencionada normatividad señaló: 
 

“ARTÍCULO  204. Monto y distribución de las Cotizaciones. La cotización 
obligatoria que se aplica a los afiliados al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud según las normas del presente régimen, 
será máximo del 12% del salario base de cotización el cual no podrá 
ser inferior al salario mínimo. Dos terceras partes de la cotización estarán 
a cargo del empleador y una tercera parte a cargo del trabajador. Un punto 
de la cotización será trasladado al Fondo de Solidaridad y Garantía para 
contribuir a la financiación de los beneficiarios del régimen subsidiado.  
 
El Gobierno Nacional, previa aprobación del Consejo Nacional de Seguridad 
Social en Salud, definirá el monto de la cotización dentro del límite 
establecido en el inciso anterior y su distribución entre el Plan de Salud 
Obligatorio y el cubrimiento de las incapacidades y licencias de maternidad 
de que tratan los artículos 206 y 207 y la subcuenta de las actividades de 
Promoción de Salud e investigación de que habla el artículo 222. 
 
PARÁGRAFO  1º. La base de cotización de las personas vinculadas 
mediante contrato de trabajo o como servidores públicos, afiliados 
obligatorios al Sistema General de Seguridad Social en Salud, será la misma 
contemplada en el Sistema General de Pensiones de esta Ley.” 

 
Valga la pena señalar que la H. Corte Constitucional, mediante sentencia C-369 de 2004 
frente a demanda de inconstitucionalidad presentada en contra del inciso 4º del artículo 81 
de la ley 812 de 2003, aclaró que dicha configuración legislativa se considera exequible en 
tanto que la vigencia de la misma, no vulnera el derecho a la igualdad entre el sistema 
general de pensiones y los regímenes pensionales exceptuados, como quiera que, si bien 
es cierto hay aspectos que son más beneficiosos en el régimen general de pensiones frente 
a los regímenes exceptuados, esa situación no conlleva a que los afiliados a un régimen 
exceptuado les sea aplicable la norma general por contener disposiciones que en ciertos 
puntos le son más favorables. Dicha situación se explica con el elemental razonamiento en 
cuanto que como régimen exceptuado, este contiene beneficios mucho mayores que los 
que tiene un afiliados al régimen general de seguridad social, por ejemplo y para el caso en 
concreto, la posibilidad de devengar una pensión gracia compatible con una pensión de 
vejez otorgada por el sistema general de pensiones. Por lo tanto, aplicarle la norma general 
en los puntos que le son más favorables a los miembros del régimen exceptuado, es 
abiertamente inequitativo con los afiliados a él régimen general debido a que como ya se 
mostró en el ejemplo anterior, los afiliados a un régimen de seguridad social exceptuado 



 
 

 
                                                      

  

cuentan con beneficios que son ampliamente superiores a los que tiene un afiliado al 
régimen general de pensiones. 
 
En efecto, la precitada sentencia señaló:  
 

“(…) Ahora bien, un régimen especial se rige por normas propias, que son 
diversas de las reglas del régimen general, puesto que en eso consiste su 
especialidad. Igualmente esta Corporación ha señalado que un régimen de 
seguridad social es un sistema normativo complejo, en el que las diversas 
normas parciales adquieren sentido por su relación con el conjunto normativo 
global. Cada régimen especial es entonces un universo propio. Por ello, esta 
Corte ha concluido que, en principio, no es viable comparar aisladamente 
aspectos puntuales de un régimen especial de pensiones o de salud y el 
sistema general de seguridad social, por cuanto cada aspecto puede tener en 
cada régimen un significado parcialmente distinto. Así, una aparente 
desventaja en un punto específico del régimen especial frente al sistema 
general de seguridad social puede estar ampliamente compensada por unos 
beneficios superiores previstos por ese régimen especial en otros aspectos. 
Y por ello esta Corporación ha señalado con claridad que quienes se 
encuentren adscritos a un régimen especial de seguridad social, están 
obligados a someterse plenamente a su normatividad, sin que resulte válido 
reclamar la aplicación de los derechos y garantías reconocidas para el 
régimen común, pues no es equitativo que una persona se beneficie de un 
régimen especial, por ser éste globalmente superior al sistema general de 
seguridad social, pero que al mismo tiempo pretenda que se le extiendan 
todos los aspectos puntuales en que la regulación general sea más 
benéfica[4]. Y es que admitir que una persona afiliada a un régimen especial 
pueda reclamar ciertos aspectos puntuales del régimen general de seguridad 
social implicaría la creación de una lex tertia, que sería un verdadero tercer 
régimen, compuesto por algunos aspectos del sistema general de seguridad 
social y otros del régimen especial, lo cual desfiguraría totalmente la 
regulación establecida por la Constitución y la ley en materia de seguridad 
social (…)” 

 
De otra parte, esa misma sentencia señaló que es posible realizar un eventual juicio de 
igualdad sobre una prestación entre régimen general y régimen especial siempre que se 
encuentren configuradas tres situaciones: i) la autonomía y separabilidad de la prestación 
deben ser muy claras; ii) la inferioridad del régimen especial debe ser indudable y iii) la 
carencia de compensación debe ser evidente. 
 
Partiendo de lo anterior, el pago de la cotización no es separable y autónomo como quiera 
que ese descuento se liga a los servicios en salud prestados por el Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio contenidos en la Ley 91 de 1989, es decir, ese descuento es creado 
por la misma norma para financiar las prestaciones medio asistenciales de ese régimen 
exceptuado. 
 
Ahora bien, el parágrafo primero transitorio del Acto Legislativo 01 de 2005 dispuso que, el 
régimen pensional de todos los docentes vinculados al servicio público educativo oficial, 
sería el establecido con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 812 de 2003, y los que 



 
 

 
                                                      

  

se hayan vinculado con posterioridad a esa ley, serían regidos por las leyes que gobiernan 
el Sistema General de Pensiones. 
 
Es necesario resaltar que el Acto Legislativo 01 de 2005, únicamente alteró respecto del 
personal docente, lo correspondiente al régimen pensional  manteniendo incólume los 
descuentos en salud del 12% que se deben aplicar a las mesadas pensionales de los 
miembros del fondo de prestaciones sociales del magisterio al compás de lo señalado en 
el artículo 204 de la Ley 100 de 1993 por remisión del artículo 81 de la ley 812 de 2003, 
descuentos que son permitidos hasta sobre las mesadas adicionales al ser un régimen 
exceptuado, postura esta que ha sido adoptada de manera horizontal y vertical por los 
diferentes despachos de lo contencioso administrativo 
 
Al respecto el órgano de cierre de lo contencioso administrativo resolviendo una acción de 
tutela, negó el reintegro del monto descontado de las mesadas adicionales de junio y 
diciembre de la pensión de jubilación de un docente afiliado al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, argumentando lo siguiente:  

 

"Observa la Sala que, el tribunal accionado realizó un estudio juicioso de la 
normativa aplicable al caso concreto que le permitió establecer que, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 279 de la ley 100 de 1993, las personas 
que se encuentren afiliadas al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio están excluidas de la aplicación del régimen general de seguridad 
social integral establecido en dicha Ley, razón por la que se creó un régimen 
especial, cuyas disposiciones se encuentran ratificadas por el inciso primero 
del artículo 81 de la Ley 812 de 2003 y por el parágrafo transitorio 1° del acto 
legislativo 001 de 2005. 
En lo relacionado con los descuentos efectuados sobre las mesadas adiciona-
les de junio y diciembre, se tiene que, en principio, estos fueron prohibidos por 
el artículo 1° del Decreto 1073 del 24 de mayo de 2002, por el  cual se regla-
mentan los descuentos permitidos a las mesadas pensionales en el régimen de 
prima media establecido en la Ley 100 de 1993. 
No obstante lo anterior, dichas normas no le son aplicables a los docentes, 
dado que estos pertenecen a un régimen especial exceptuado de la aplicación 
de la Ley 100, tal y como se dispone en el artículo 279 de esa norma en los 
siguientes términos: 
 
"ARTICULO. 279.-Excepciones. El sistema integral de seguridad social conte-
nido en la presente ley no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y 
de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto Ley 1214 de 1990, 
con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, 
ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas. 
 
Así mismo, se exceptúa a los afiliados al fondo nacional de prestaciones socia-
les del magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo 
serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este 
fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor 
de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamenta-
ción que para el efecto se expida.  
(…) 



 
 

 
                                                      

  

 
Aunado a lo anterior se tiene que el parágrafo transitorio 1° del Acto Legislativo 
001 de 2005, dispuso lo siguiente:  
 
“Parágrafo transitorio lo. El régimen pensional de los docentes nacionales, na-
cionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el 
establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con ante-
rioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el 
artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir 
de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media estableci-
dos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 
81 de la Ley 812 de 2003." 
 
Así las cosas, se tiene que la norma que se encontraba vigente antes de la Ley 
812 de 2003, es la Ley 91 de 1989, la que, en el numeral 5° del artículo 8, 
prescribió que:  
 
“Artículo 8. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará 
constituido por los siguientes recursos: 
 (…)  
5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidas las mesadas 
adicionales, como aporte de los pensionados.  
(...)”  
De la normativa trascrita se tiene que la autoridad judicial demandada no incu-
rrió en el defecto sustantivo alegado por la parte demandante, toda vez que la 
decisión cuestionada se encuentra debidamente sustentada y ajustada a dere-
cho y en ella se utilizaron criterios de interpretación expuestos de manera ra-
zonada, que no implican desbordamiento del orden jurídico, otra cosa es que 
la actora discrepe de la interpretación normativa efectuada por el Tribunal Ad-
ministrativo de .Cundinamarca en el caso sometido a su consideración”2 

 
En igual sentido, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Boyacá respecto a un 
proceso de nulidad y restablecimiento del derecho con pretensión de devolución de aportes 
del 12% señaló: 
 

“(…) Entiende la Sala, que sólo en lo que respecta al porcentaje de cotización 
de salud los pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del magisterio, se gobiernan por lo establecido en la Ley 100 de 
1993, pero esto no significó que se alterara su régimen prestacional dado 
que por pertenecer a uno especial, se encuentran exceptuados del general, 
tal y como lo dispone el artículo 279 de la citada ley, y el parágrafo transitorio 
1 del Acto Legislativo 001 de 2005 que estableció que el régimen pensional 
de los docentes vinculados al servicio público educativo oficial es el 
establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con 
anterioridad a la vigencia de la Ley 812 de 2003. 
 
(…) 

                                                           
2

 H. CONSEJO DE ESTADO. CONSEJETO PONENTE.  WILLIAM GIRALDO GIRALDO. PROVIDENCIA DEL 19 DE ABRIL DE 2012. EXPEDIENTE No. 11001-03-15-000-2011-00758-00 



 
 

 
                                                      

  

 
Si bien, las disposiciones del Sistema General sobre las mesadas adicionales 
no establecen que se pueda hacer descuento alguno sobre las mismas, la Ley 
91 de 1989 especial y posterior si lo permitió de manera expresa en el numeral 
5º del artículo 8º 
 
Por lo tanto, las previsiones de la  Ley 812 de 2993 que extendió el régimen 
de cotización en materia de salud establecido en la Ley 100 de 1993 a los 
pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio sólo conllevó a que se incrementara el porcentaje de cotización de 
los docentes, del 5% al 12% establecido en el Régimen General, pero ello 
no tiene la virtualidad de derogar ni expresa ni tácitamente el parte 
establecido en la precitada norma especial que permite el descuento por 
concepto de salud en las mesadas adicionales pagadas a todos los 
docentes, por cuanto se encuentra vigente, regula expresamente una 
situación que no fue prevista en la norma general y obedece a la libre 
configuración legislativa (…)3” Subraya y negrita no hacen parte del texto 
original) 
 

Como corolario de lo anterior puede concluirse entonces que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio al ser un régimen exceptuado, tiene una norma 
especial que lo regula y que debe ser aplicado en su integralidad el cual se encuentra 
contenido en la Ley 91 de 1985. 
 
Esa norma faculta al fondo a hacer descuentos en salud para financiar la prestación del 
servicio médico asistencial, el cual fue aumentado para los afiliados a dicho fondo del 5% 
al 12%, mediante la expedición de la ley 812 de 2003.  
 
Ahora bien, esa norma al interpretarse en armonía con la ley 91 de 1989, faculta a la 
administración a hacer descuentos en salud equivalentes al 12% inclusive sobre las 
mesadas adicionales de junio y diciembre. 
 

Por lo anterior, los descuentos en salud sobre esas mesadas adicionales se encuentran 
ampliamente amparados por la ley de manera que solicitar su suspensión y devolución no 
cuenta con sustento jurídico alguno, por lo tanto, si ha de declararse el acto ficto ha de 
señalarse que el mismo no cuenta con cargo de nulidad al no adolecer de vicio alguno.  
 
Finalmente, se destaca que la anterior postura va estrechamente ligada con lo contemplado 
en la norma superior, esto es, el principio constitucional de solidaridad. En efecto, se 
recuerda que la disposición primera constitucional consigna como principio fundante del 
Estado Social de Derecho la solidaridad de las personas que la integran: Colombia es un 
Estado social de derecho, (…) fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo 
y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. (…); 
a su vez, la Corte Constitucional en Sentencia T.-12600. M.P. Alejandro Martínez Caballero, 
ha sostenido:  

                                                           
3 Tribunal Administrativo de Boyacá. Sala de Decisión 5, Magistrado Ponente: Oscar Alfonso Gra-

nados Naranjo, Expediente: 15238-3333-752-2015-00221-01 Demandante: Jorge enrique Godoy 
Ochoa contra La Nación – Ministerio de Educación – FOMAG y Fiduciaria la Previsora S.A. 



 
 

 
                                                      

  

 
…En materia de seguridad social, el principio de solidaridad implica que todos los 
participantes de este sistema deban contribuir a su sostenibilidad, equidad y eficacia, lo 
cual implica que sus miembros deben en general cotizar, no solo para poder recibir 
distintos beneficios, sino además para preservar el sistema en conjunto…  

Por lo anterior, solicito de manera respetuosa que no se acceda a las pretensiones del 
demandante como quiera que los descuentos efectuados por el FOMAG para aportes en 
salud se encuentran amparados por la ley vigente y aplicable al caso concreto. Por otra 
parte, de existir una condena contra la Nación, al momento de disponer sobre la condena 
en costas respetuosamente solicito se analicen los aspectos aquí señalados para exonerar 
de costas a la parte demandada conforme a las reglas del artículo 365 del Código General 
del Proceso.  

 
 

RÉGIMEN DE PENSIÓN DE JUBILACIÓN 
 
Es importante señalar que, si bien el Decreto Ley 2277 de 1979 «antiguo estatuto 
docente», consagró un régimen especial para los educadores, en este no se reguló lo 
atinente a las pensiones de jubilación u ordinarias de esos servidores, de modo que en 
esa materia es preciso remitirse a la regulación general de la Ley 33 de 1985, que en su 
artículo 1 dispone: 
 

Artículo 1. El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años 
continuos o discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) años 
tendrá derecho a que por la respectiva caja de previsión se le pague una 
pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al 75% del salario 
promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de 
servicio.  

 
De igual maneara, la Ley 91 de 1989, en su artículo 15 dispuso el Régimen pensional del 
personal docente nacional y nacionalizado así: 

 
“A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1. de enero de 1990 será 
regido por las siguientes disposiciones:  
 

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de 
diciembre de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y 
sociales, mantendrán el régimen prestacional que han venido 
gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas 
vigentes.  
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1o. de enero 
de 1990, para efecto de las prestaciones económicas y sociales se 
regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos 
del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 



 
 

 
                                                      

  

1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas 
en esta Ley. 

2. Pensiones:  
          […] 

B. Para los docentes vinculados a partir del 1. de enero de 1981, 
nacionales y nacionalizados, y para aquellos que se nombren a 
partir del 1o. de enero de 1990, cuando se cumplan los requisitos 
de ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente 
al 75% del salario mensual promedio del último año. Estos 
pensionados gozarán del régimen vigente para los pensionados 
del sector público nacional y adicionalmente de una prima de 
medio año equivalente a una mesada pensional. “  

 
 
2. IMPOSIBILIDAD DE PERCIBIR CATORCE MESADAS PENSIONALES 
 
Sobre el particular, tal y como lo señaló el a quo en la sentencia recurrida, el 
reconocimiento de la mesada 14 implica la observancia de los distintos presupuestos 
fijados por el acto legislativo 01 de 2005, que en lo referente al tema consagró:  

 
Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del 
presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas 
pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen 
todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no se hubiese efectuado 
el reconocimiento". […] 

 
 "Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 
8o. del presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión 
igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán 
catorce (14) mesadas pensionales al año. (Negrillas fuera del texto) 

 
De lo anterior, se colige que con posterioridad a la expedición del acto legislativo 001 
de 2005 se proscribió la posibilidad de obtener más de trece mesadas pensionales, 
previéndose una salvedad, que en todo caso se encuentra limitada a una causación 
temporal, es decir, a que la persona perciba una pensión igual o inferior a tres (3) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes y que la misma se causa antes del 31 de 
julio de 2011. 
 
Así, es claro que el reconocimiento de la mesada 14 solamente opera para aquellos 
pensionados que hayan causado su derecho antes de la entrada en vigencia del citado 
acto legislativo o en su defecto, a aquellos reconocimientos posteriores, siempre y 
cuando el beneficiario de dicha prestación perciba menos de tres salarios mínimos por 
mesada pensional. 



 
 

 
                                                      

  

 
Frente a la materia, el Consejo de estado en el concepto del año 2007 fue claro a la hora 
de señalar que sin importar la clase de vinculación ni el régimen que lo cobije, a los 
docentes se les aplica la reforma constitucional tal y como fue concebida por el 
legislador4, sobre el particular expresó: 
 

“Los docentes del sector oficial, nacionales, nacionalizados y territoriales, 
que causen el derecho a la pensión de jubilación o vejez a partir del 25 de 
julio del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 1 del 
2005, no tienen derecho a la mesada pensional adicional del mes de junio de 
que tratan el artículo 142 de la ley 100 de 1993 y la ley 238 de 1995. Se 
exceptúan los docentes que causen el derecho a la pensión antes del 31 de 
julio del 2011, si su mesada pensional es igual o inferior a tres salarios 
mínimos legales vigentes, según lo establece el parágrafo transitorio 6º del 
artículo 1º del Acto Legislativo en mención”5 

 

3. IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS 
 
Señor Juez, en el presente caso no procede la condena en costas teniendo en cuenta que 
El artículo 365 del Código General del Proceso establece que las costas deben ser debida-
mente demostradas 

“Art. 188. CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se ventile un 
interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación 
y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil. 

Es así, como el artículo citado previamente remite de manera expresa al Estatuto Procesal 
que será aplicable, el cual corresponde a la Ley 1564 de 2012. 

Código General del Proceso.  

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a 
aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:  

[…] 8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que 
se causaron y en la medida de su comprobación. […](Negrita y subrayado 
fuera de texto) 

De igual manera al respecto El Consejo de Estado ha señalado que la condena en cos-
tas no es objetiva 

“En cuanto a las costas, debe reiterar la Sala lo expuesto por ambas subsecciones de la Sección Segunda12 de 

esta Corporación sobre el particular, en la medida que el artículo 188 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo entrega al juez la facultad de disponer sobre su condena, lo 

cual debe resultar de analizar diversos aspectos dentro de la actuación procesal, tales como la conducta de las 

                                                           
4 Tribunal Administrativo de Boyacá. M.P Luis Ernesto Arciniegas Triana. Rad. 15001333301020140012601. 

Tunja.  9 de agosto de 2017. 
5 Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. C.P Enrique Jose Arboleda. Rad. 11001-03-06-000-

2007-00084-00(1857). Bogotá. 22 de noviembre de 2007. 



 
 

 
                                                      

  

partes, y que principalmente aparezcan causadas y comprobadas, siendo consonantes con el contenido del 

artículo 365 del CGP; descartándose así una apreciación objetiva que simplemente consulte quien resulte 

vencido para que le sean impuestas” 

1. Excepción Genérica  

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 
excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental 
no es la relación del hecho que configuran una determinada excepción, sino la prueba de 
los mismos, por ende, si el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá 
reconocerla oficiosamente.  

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, 
así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad 
con el ordenamiento procesal 

NOTIFICACIONES 
 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en 
la Calle 72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico t_acruz@fiduprevisora.com.co o 
notjudicial@fiduprevisora.com.co 
 
Del señor(a) Juez,   

 
__________________________  
ADRIANA DEL PILAR CRUZ VILLALBA 

53075572 de Bogotá  

T.P 181.235 de C. S. J.  
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